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SENTENCIA INTERLOCUTORIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

Recurso de agravio constitucional interpuesto por doña yolanda Isabel Ramos
Bautisla y otra contra la ¡csolución de fojas 74, de fecha 18 de diciemb¡e de 2017,
expedida por la Sála Civil de Chachapoyas de la Corte Superior de Justicia de
Amazonas que dcclaró 1'undada cn pañe la demanda de autos.

I.'UNDAMENl'OS

ia emilida cn el Expcdicnte 00987-201,l-PA/ l C, publicada cn el diario
Peruano el 29 dc agosto de 2014, este T¡ibunal estableció. en cl

nto 49. con carácler de precedenle, que se expedirá sentenoia interlocutoria
gato¡ia, dictada sill más trámite, cuando sc presente alguno de los siguientes

supueslos! que igualmcnte están contenidos en el articulo l l del Rcglamenlo
Non¡ativo del Tribunal Constitncional:

a) Carezca de lündamenlación la supuesta vulneración que se invoque.
b) La cuestión de Derecho contenida cn el recurso no sea de especial

trasccndencia constitucional
c) La cuestjón de Derccl]o invocada contradjga rm precedente del T¡ibr¡nal

Constitücional.
d) Se haya decidido de manera desestimatoria en casos sustancialmentc igüales.

2. En el presente caso, se evidencia qüe el recurso de agravio no está re1¡ do a una
cuestión de De¡echo de especial trascendencia constitucional_ Ai respecto, un
recurso carcce de esta cualidad cuando no cstá relacionado con el contenido
constitucionalmc¡te protegido de un derecho lündamental; cuando versa sobre un
asunto materialmcnte excluido del proceso de tL¡tela de que se trata; o, finalmenle,
cuando lo pretendido no alude a un asunto que requiere una tutela de especial
urgencia.

ASUN'I'O

3. Ilxpresado dc otro modo. y teniendo cD cuenta lo precisado en el lundamento 50 de
la scntencia emitida en el Hxpediente 00987-20I4-PA/TC, una cuestión no re\,isrc
especial trascendcncia constitucional en los siguientes casost (1) si una lltura
resoluoión del Tribunal Constitucional no soluciona algún conlicto de reievancia
cons¡itucional, pucs no existc lesión que compro[leta el dcrecho fundamenlal
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illvolucrado o se trata de un asutlto que no corresponde resolver en la \,,a
constitucional; o (2) si no existe nccesidad de tutelar de mane¡a urgente el derccho
constitucional invocado y no median razones subjetivas u objetivas que habiliten a
este órgano colcgiado para emitir ün pronunciamienlo de londo.

4. La Sala superior rcvisora ha dcclarado fundada en parte la presente demanda. Asi,
rcspecto al cumplimiento dc la Resolución Directoral Regional Sccto¡ial 0470-
20li-Gobic¡no Regional Amazonas/DRS, de fccha 4 de junio de 2013, ia Sala

scnte¡cia apclada y ordenó que la Dirección Regional de Salud cumpla
'ac10 administrativo en cl plazo de 10 días.

a l¿ Reso[¡ción Directoral Rcgiona] Secrorial I I 99-201 s-Gobierno
gional Amazonas/DRSA, de l'echa 14 de setiembre de 2015, declaro

improcedentc la demanda por considerar que la pretensión no está refcrida en forma
directa a la protección de un dcrecho constitucional, por lo quc debe recuni¡se al
proceso contencioso-administmtivo.

Iln tal scntido este Tribunal solo puedc pronunciarse respccto a Ia pretensiúD
denegada que 1'ue ob.jeto de impugnación cn el recurso de agravio constjtuiional.

5

6
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En el presente caso el recurso se encuentra inmcrso en el primer supuesto señala<1o
en el lundanento precedente (se trata de un asunto que no corresponde resolver cn
la vía dei proceso de cumplimicl]to). Asi, la pretensión de la parte dema¡dante es
quc el director regional de Salud de Amazonas cumpla con la Resoluüiún
Dircctoral Regional Sectorial 1199-201i-Cobrento Regionct Amnzonas/DRSA, de
fecha 14 de setiembre de 2015, que aprueba el pago de intereses legales. calculado
al I de diciembre dc 2013. por el pagn i¡6p¡¡¡Lr¡6 cle la Boniliiacion Esoccial
'.lorgrda en.l Dccret,, dc I r!Éncia Uj7-o+.

Al respccto, estc l'ribunal advierte que, en la resoiución cuyo cumplimiento se
exige expresamentc se señala que es respecto de servidores que ,,;uentan con
sentencia judicial, por el pago inoportuno dc la Bonificación Especial dispuesta cn
ei Decrcto de Urgencia 037-94. mediantc el ac¡o rcsolutivo corespondienti,. ¡l 7¡.

ti

Así también. a lolios 9 obra el anexo en el .luc expresamenle consta como tí1ulo
"Pro-vección de resolución de aprobación de cálculos de inte¡eses del personal que
cuenta co¡ sentc¡cia j udicial" y en cuya lista sc encuentran las demaÍdantes.

En tal sentido, en la mcdida que lo solicitado ha sido resuelto dent¡o del contcxto
de las obligaciones generadas por una resolución expcdida en un proceso judicial,
debe recurirse, si así se estima convenicnte, a Ios mecanismos proiesales previstos
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en el propio proceso. Ello con la finalidad de no afectar la autoridad de la cosa
juzgada.

9. En consecuencia, y de lo expuesto en los fundamentos 4 a 8 s,pra, se verifrca que
el presente recurso de agravio incurre en la causal de rechazo prevista en el acápite
b) dcl fundamento 49 de la sentencia emitida en el Expediente 00987-2014-PAITC
y en el inciso b) del artículo l1 del Reglamento No¡mativo del T¡ibunal
Constitucional. Por esta razón, corresponde declarar, sin más trámite, improcedente
cl rccur.o dc agr¡vio conslilu(ional.

Por estos fundamentos, el Tribunal Constitucional, con la autoridad que le
conñe¡e la CoÍstitución Política del Peru, y ]a participación del magistrado Espinosa-
Sáldaña Barrera, convocado para dirimir la discordia suscitada por el voto siIrgular del
magistrado Fenero Costa.

Además, se incluye el fundamento de voto del magistrado Espinosa-Saldaña
Baüera.

RESUELVE

Deciarar IMPROCEDENTE el recurso de agravio constitucional pues la cuestjón de
Derecho contcnida en el recurso carecc de especial tascendencia constitucional.

Publíquese y notiliquese

SS.
\

(

Lo quq o

MIRANDA CANALES
SARDÓN DE TABOADA

,

oq7?'Laf''
//
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FUNDAMENTO DE VOTO DEL MAGISTRADO
ESPINoSA-SALDAñA BARRERA

Coincido con el sentido de lo resr¡elto por mis colegas. Sin embargo, considero
ncccsario precisar lo señalado en el fundamento jurídico 8 del proyecto de scntcncia
interlocutoria. Ello debido a que, en el presente caso, no nos encontramos ante un riesgr,
de alectación a la cos¿juzgada, sino frente a la posibilidad de su vulneración.

BSPINoSA-SALDAñA BARRTRA
L<,a

S

a-- (

Lo ce¡lifico:



TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

EX N.. 00265 -20 r 8-PC/TC
I

VOl O SINGULAR DEL MAGISTRADO FERRT]RO COSTA

Con la potestad que me otorga la Constitución, y con el mayo¡ respeto por la ponencia
de mi colega magistrado, emito el prescnte voto singular, para expresar respetuosamente
que disiento del precedente vinculante establecido en la Sentencia 00987-2014-PA/TC,
SENTENCIA INTERLOCUTORIA DENEGATORIA, por los fundamentos que a

contjnuación expongo:
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EL TRIBUNAL CoNSTlructoNAL coMo coRTtr Df, REVrsróN o rALLo y No DE

CASACIóN

La Constitución de 1979 creó el Tribunal de Caraütías Constitucionales como
iNtalcia de casación y la Constitución de 1993 convirtió al Tribunal Constitucional
en instancia de fallo. La Constitución del 79, por primera vez en nuestra historia
constitucional, dispuso la creación de un órgano {rd roc, independiente del Poder
Judicial, con ia ta¡ea de garantizar la supremacía constitucional y la vigencia plena
de Ios derechos fundamentalcs.

2. La Ley Fundamental de 1979 estableció que el Tribunal de Garantías
Constitucionales e¡a un órgano de cont¡ol de la Constitución, que tenía jurisdicción
en todo el territorio nacional para conocer, en vío de casación, de los habeas corpus
y amparos denegados por el Poder Judicial, 1o qLre implicó que dicho Tribtmal no
constituia una instancia habilitada para fallar en fo¡ma deñnitiva sobre la causa. Es
decir, no se pronunciaba sobre los hechos invocados como amenaza o lesión a los
derecho' reconocidos en h Lon.titución.

3. En ese sentido. la Lcy 23385, Ley Orgrinica del Tribunal de Garantías
Constitucionales, vigente en ese momcnto, estableció, en sus articulos 42 al 46, que
dicho órgano, al encontrar uDa resolución denegatoria que ha violado la ley o la ha
aplicado en fo¡ma er¡ada o ha incurrido en graves vicios procesales en la
lramitación y resolución de la demanda, procederá a casar la sentencia y, luego de
señalar la deñciencia, devolverá los actuados a Ia Corte Suprema de Justicia de Ia
Rcpública (reenvío) para que emita nuevo 1állo siguiendo sns lineamientos,
procedimiento que, a todas luccs, dilataba cn cxceso los proccsos constitucionales
mencionados.

rut

¿1. El modelo de tutela ante amcnazas y vulncración dc derechos fuc seriamcntc
modilicado en la Constitución de 1993. En p mer lugar, se amplían los
mecanismos dc tutcla dc dos a cuat¡o, a sabet, habeas corpus, amparc, habeas data
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5. Cabe señalar que la Constitución Polílica del Pe¡ú, cn su artículo 202, inciso 2,
prcscribe que corresponde al T¡ibunal Constitucional "conocer, en última y
definitiva instatlc¡ct. las resoluciones denegabrias dictctdds en los procesos de

habeas corpus, amparo, habeas datd y acc¡ón de cumplimienfo"- Esta disposición
constitucional, desde una posición de fianca tutela de los derechos ñrndamentales,
cxige que el Tribunal Constitucional escuche y evalúe los alegatos de quicn se

estima amenazado o agraviado cn un de¡echo fundamental. Una lcctua diversa
contravend¡ía maDdatos esenciales de la Constitución, como son el principio de

det'ensa dc la persona humana y el respeto de su dignidad como ñn supremo de la
sociedad y del Estado (a11ículo 1), y "lcl observancia del debido proceso )1 l tela
jurisdiccional. Ninguna persona puede ser destiada de la jurisdiccíón
pledetermíndda por la ley, ni somelida a ptocedim¡ento distinlo de los preria ente
establecidos, n¡ juzgada por órganos.¡urisd¡ccionales de ercepc¡ófi n¡ pot
aofiisiones especíales creadas al e.f¿cto cual|luiera |iea s denomhlaciónt',
consagmda en el atículo 139, inciso 3.

6. Como se advierte, a diferencia de 1o que acontece en otros países, en los cuales el
acceso a la última instancia constitucional tiene lugar por la vía del cert¡orar¡
(Suprcma Col1e de los Estados Unidos), en el Perú el Poder Constituye¡te optó por
un órgano supremo de interpretación de la Constitució¡ capaz de ingresar al fondo
en los llamados procesos de la libe¡tad cuando el agraviado no haya obtenido una
protección de su dc¡ccho en sede del Poder Judicial. E¡1 otras palabras, si lo que

está en discusión es la supuesta ¿me[aza o lesión de un derecho fundamental, se

debe abri¡ 1a vía correspondienle para que el Tribunal Constitucional pueda
pronunciarse- Pero la apertura de esta via solo se produce si se pe¡mitc al
peticionante colabomr con los jueces constitucionales mediantc un pormenorizado
an; lisis de lo que se pretende. de lo qur se inroea.

7. Lo constitucional es escuchar a la parte como concretización dc su de¡echo
i¡renunciable a la defensa: además, tur Tribunal Constitucional constituye el más

el'ectivo medio dc defensa de los de¡echos fundamentales frente a los poderes
públicos y privados, lo cual evidencia el triunfo de la justicia ftente a la
arbitrariedad.

lr'(l

y acción dc cumplimienlo. En segundo lugar, se crea al I'ribunal ConstitucioDal

como órgano de control de la constitucionalidad, aun cuando la ConstitucióD lo
calilica eÍóneanente como "órgano de control de la Constitución". No obstante, en

materia de procesos constitucionales de la libertad, la Constitución establcco que el

Tribunal Constitucional es instancia de revisión o fallo.
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8. La administración de justicia constitucional de la libertad que brinda el T¡ibunal
Constitucional, desde su creacióÍ, es respetuosa, como conesponde, del de¡echo de

defensa inherente a toda persona, cuya manifestacióÍ primaria es cl derecho a ser

oído con todas las dcbidas garantiás al interior de cualquier proceso en el cual se

deter¡nincn sus derechos. intereses y obligacioles.

9. PrecisameÍte, mi alejamie¡to respccto a la emisión de una resolución coDstitucional
sin rcalizarse audiencia de vista está relacionado con la defema, la cual, sólo es

efectiva cuaDdo el justiciable y sus abogados pueden exponer! de manera escrita y
o¡al, los argumentos pertinentes, concretándose el principio de inmediación que

debe regir en todo proceso constitucional.

10. Sobrc la intervención de las partes, corresponde señalar que, en tanto que la
potestad de adminislrar justicia constituye una ma¡ifestación del poder que el
Estado ostenta sobae las personas, su ejercicio resulta constitucional cr¡ando se

brinda con estricto respeto de los de¡echos inherentes a todo se¡ humano, lo que

incluyc cl dcrecho a ser oido con las debidas garantías.

lL Cabe añadir que la participación directa de las partcs, en defensa de sus inlereses,
que sc concede en la audiencia de vista, también constituye un elemento que
democratiza el proceso. De Io contruio, se decidiría sobre la esfera de intcrés de

una persona sin permitirle alegar lo corespondiente a su favor, lo que resultaría
excluyentc y antidemocrático. Adcmás. el l'¡ibunal Constitucional tieDe el deber
ineludible de optimizar, en cada caso concreto, las razones, los motivos y los
argumentos que justiñcal sus decisiones, porque el Tribunal Constitucional se

legitima no por ser un tribunal dc justicia, sino por la justicia de sus razones, por
expresar de modo sullciente las razones de derecho y de hecho relevantes en cada

caso que resuelve.

12. En ese sentido. la Coúe IDteÉmericana de Derechos Humanos ha establecido que el
derecho de defensa "obliga rtl Estado a tratdr L¡l irulit¡duo e bdo mo le/llo conlo
un t:er¡ladero sujeto del proceso, en el más amplio senlido de este concepto, y no

N

El, DERECHO A sER oiDo coMo rlraNrFEsr^cróN DE LA DIMoCRATIZAC|óN DE Los
PRocltsos Co\srtrtrcloN,{.LES DE LA LtBERt AD
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si plemente como objefo del mismo"t , y qtx "paru que exista debído proceso legal
es precíso que un jusl¡ciable pueda hacer valer sus derechos y defender sus

inreretes en^forma e/ecttva y en condicíones de ¡gualddd procesal con otros

NaTURALEZ^ PRocESAL Df,L REcLRso D¡! AGRAVIo Co¡(srrrucroNAL

13. El modelo de "instancia dc fallo" plasmado en la Constitución no puede ser
desvi¡tuado por el Tribunal Constitucional si no es con grave violación dc sus

disposiciones. Dicho Tribunales su intérprete supremo! pero no su refo¡mador, toda
vez que coño órgano constituido tambiél está sometido a la Constitución.

14. Cuando se aplica a un proceso constitucional de la libenad la denominada
"sentencia inte¡locutoria", el recurso de agravio constitucional (RAC) pierde su

verdadera esencia juridica, ya que el Tribunal Constitucional no tiene compete¡cia
para "revisar" ni mucho menos "recalificar" elrecurso de agravio constitucional.

15. De conlormidad con los afticulos 18 y 20 dei Código Procesal Constitucionai, el
Tribunal Constitucional no "corcede" el recurso. Esta es una competencia de la
Sala Superior del Poder Judicial. Al T¡ibunal lo que le correspondc cs conoce¡ del
RAC y pronunciarse sob¡c el fondo. Por cnde, no le ha sido dada la competencia de

rechazar dicho recurso, sino por el coütra¡io de "conocer" 1o que la parte alega
como un agravio que le causa indefensión.

16. Por otro lado, la "scntcncia interlocutoria" establccc como supuestos para su
aplicaciór lórmulas imprecisas y amplias cuyo contenido, en el mejor de los casos,

requiere ser aclarado, justilicado y concretado en supüestos especílicos, a saber,
identificar cn qué casos se aplicaría. No hacerlo, no deñni¡lo, ni justificarlo,
convierte el empleo de la precitada sentencia en arbitra¡io, toda vez que se podria
afectar, entre otros, el dcrccho i'undamcntal dc del¡nsa, cn su manifestación dc sc¡
oido con las debidas garantias. pues ello daría lugar a dccisiones subjetivas y
carcntes de predictibilidad, afectando notablemente a los justiciables, quienes

M

I Coúe IDH. Caso Bareto Leiva vs. Venezuela, sentencia del 17 de noviembre de 2009,
párafo 29.
2 Cofte IDH. Caso Hilaire, Constantine y Benjamin y otros vs. Trinidad y Tobago,
sentencia del 2l de junio de 2002, páaafo 146.
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tendrian que adivinar qué resolverá el Tribunal Constitucional antes de presentar su

respectiva demanda.

17. Por lo demás, mrfalis mutatldis, el ptecedente vinculante cortenido en la Sentencia

00987-2014-PA/TC repite lo señalado por el T bunal Constitucional en ot¡os

fallos, como en el caso Luis Sánchez Lagomarcino Ramírez (Sentencia 02877-
2005-PHC/TC). Del mismo modo, constituye una reafirmación de la natumleza
procesal de los procesos constitucionales de la libertad (supletoriedad, vía prer,ia.

vías paralelas, litispendencia, invocación del derecho constitucional liquido y
cierto, etc.).

18. Sin embargo, el hecho de que los procesos constitucionales de la libe¡tad sean de

una naturaleza procesal distinta a la de los procesos ordinarios no constituye un
motivo para que se pueda desvirtuar la esencia principal del recurso de agravio
constitucional.

19. Por tanto, si se tiene en cuenta quo la justicia en sede constitucional representa la
última posibilidad para proteger y reparar los derechos fundamentales de los
agraviados, voto a 1'avor de que eI1 e] prcsente caso se convoque a audiencia pam la
visla, lo que garantiza que el T¡ibunal Constitucional, en tanto insta¡cia última y
definitiva, sca la adecuada para poder escuchar a las personas afectadas en sus

derechos esenciales cuando ¡o e¡cuentran justicia en el Poder Judicial;
especialmente si se tiene en cuenta que, agotada la vía constitucional, al justiciable

solo le queda el camino de la jurisdicción intemacional dc protección de derechos
humanos.

20. Como afinnó Raúl Ierre¡o Rebagliati, "la defensa del derecho de uno es, al mismo
tiempo, una defensa total dc la Constitución, pues si toda garantía constitucional
entraña cl acceso a la prestación jurisdiccional, cada cual al defender su derecho
está defendiendo el de los demás y el de la comunidad que resulta oprimida o
envilecida sin la protección judicial auténlica".

S

FERRERO COSTA Wvw(1 La que


